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Para resolver vacío en el Código penal

Tras sanción a delitos menores

• 59.490 contravenciones durante 1999

Wílliam Méndez Garita Domingo 16 de julio, 2000
Frustración de las autoridades policiales, insatisfacción de los ciudadanos, impunidad de los delincuentes y aumento de la violencia.

Estos componentes se unen alrededor del vacío legal existente en la sanción de contravenciones.

Por eso, diversos sectores del país se han unido para buscar una solución, cuya versión final estará hasta dentro de algunas semanas.

No obstante, ya se sabe que no está descartada la posibilidad de que las personas puedan ir a prisión y a otros se les apliquen sanciones alternas, como prestación de servicios de utilidad pública. 

Las contravenciones, conocidas también como delitos menores, son cerca de 123 en el Código penal y se vieron afectadas por una resolución de la Sala IV, que en 1994 dijo que no se podían convertir los días multas –así se castiga a este tipo de falta– en días cárcel. 

Los magistrados constitucionalistas señalaron en esa oportunidad que la multa es un tipo de deuda con el Estado y, como a nadie se le puede privar de libertad por deudas, entonces reñía con la Carta Magna convertir los días multa de las contravenciones en días de prisión.

El efecto no se queda en este Código, pues podría extenderse a unas 70 leyes que contienen normas similares, según un reporte preliminar del estudio que efectúa la Procuraduría General de la República. Entre las afectadas están la Ley forestal, la de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la de Estupefacientes y sustancias psicotrópicas y drogas de uso no autorizado, así como la Ley de conservación de vida silvestre.

Agresivo salto

Este tipo de delito menor había tenido un comportamiento estable entre 1994 y 1998, pero dio un salto el año pasado, cuando se registraron 59.490 casos.

En 1994 se presentaron ante el Poder Judicial 45.002 denuncias contravencionales; 47.944 un año más tarde y 44.585 en 1996; ingresaron 42.686 durante 1997 y en 1998 los casos llegaron a 42.855, indica su departamento de Planificación.

El año pasado se presentaron 6.255 denuncias por amenazas, convirtiéndose en la contravención más frecuente. La siguió el hurto menor con 4.956 expedientes; las causas por golpes que fueron 4.814 y desórdenes, que sumaron durante 1999 un total de 3.209.

Pero, ¿qué sucede con muchos de estos expedientes? Según la jueza contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José, Olga Castillo, tras el fallo de la Sala IV no existe una medida o sanción que compense la transgresión de la ley.

Por lo tanto, cuando una personas es declarada como infractora contravencional se le impone como castigo la multa, pero si no paga nada sucede, pues no existe forma de ejercer coacción para que lo haga.

El efecto de esta situación es la generación de un grado de insatisfacción social, pues encuentran la situación como una burla.

La jueza subrayó que este asunto puede ser un detonante de la violencia, ya que muchos de los delitos y la carrera delincuencial se inician con una contravención.

Para la exministra de Justicia Laura Chinchilla el malestar por la impunidad lo sacó a flote el ciudadano en la encuesta que dio a conocer el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en marzo del año pasado, pues los ciudadanos se mostraron apáticos y poco anuentes a denunciar los delitos y dijeron que las autoridades no actúan. 

Pero no solo existe insatisfacción en la población, también se presenta en los miembros de la policía, según Wálter Navarro, director de la Fuerza Pública.

"Muchas veces un policía no ha terminado de llenar el parte de la detención, cuando se pone en libertad al delincuente y eso es desestimulante y más lo es para la ciudadanía", comentó.

Soluciones al problema

En la Asamblea Legislativa quedó pendiente de tramitar desde 1998 una reforma general al Código penal.

Un segundo escenario es la comisión encabezada por el magistrado presidente de la Sala Tercera (Sala Penal) del Poder Judicial, Daniel González –participan personas del sector público y privado así como operadores del derecho– que redacta una reforma general al Código y la última es la iniciativa que prepara el Ministerio de Seguridad Pública con el Colegio de Abogados.

González es del criterio de que el problema nacional de delincuencia e inseguridad ciudadana no tiene como única solución establecer sanciones a las contravenciones. 

Para atender el vacío que generó el voto de la Sala IV, comentó, se pretende que cuando la persona condenada a sufrir pena de multa, como pena principal, no la cancele dentro del plazo, y siempre que cuente con medios para ello, sea requerida por el juez y de incumplir con el pago se ordenará la detención y se convertirá la multa en un día de internamiento carcelario por cada día multa impuesto.

En el caso de acreditarse la insolvencia de la persona condenada, el juez podrá aplicar una pena alternativa. 

Entre las opciones que se analizan –cuenta con el apoyo de la ministra de Justicia Mónica Nágel– como pena alternativa se considera la prestación de servicio de utilidad pública; el cumplimiento de instrucciones; la caución de no ofender; la compensación pecuniaria y la amonestación.

